[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




PAGE  
13

INFORME No. 40/13
PETICIÓN 12.362
ADMISIBILIDAD

FAMILIARES DE LUIS FERNANDO LALINDE LALINDE
COLOMBIA

11 de julio de 2013
I.
RESUMEN
1. El 5 de noviembre de 1999 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por la Comisión Colombiana de Juristas (en adelante “los peticionarios”)
 en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado” o “Colombia”) por no garantizar el acceso de los familiares de Luis Fernando Lalinde Lalinde (en adelante “las presuntas víctimas”)
 a un recurso adecuado y efectivo para investigar y sancionar a los responsables de la detención y posterior ejecución extrajudicial de Luis Fernando Lalinde.  Alegan que, aún cuando la CIDH estableció la responsabilidad del Estado respecto a dichas violaciones hasta el año 1987
, las autoridades estatales no han garantizado sus derechos para obtener justicia.
2. Los peticionarios alegan que, respecto de los hechos posteriores a 1987, el Estado es responsable por la violación del debido proceso legal y a la protección judicial, consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”la Convención Americana” o “la Convención”), en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en su artículo 1.1.  Al respecto, alegan una serie de deficiencias en la respuesta judicial desde 1988 hasta el presente.  Sostienen que la petición es admisible en vista de la excepción al requerimiento de agotamiento de recursos internos conforme al artículo 46.2.a) y b) de la Convención Americana, en tanto la jurisdicción penal militar no constituye un fuero idóneo para investigar las violaciones cometidas en perjuicio de Luis Fernando Lalinde.  Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible dado que los hechos materia de la misma se fundamentan en un asunto que ya fue resuelto por la CIDH.  Recuerda que en 1988 la CIDH emitió la resolución 24/87 con sus conclusiones al respecto.
3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluye que es competente para conocer el reclamo y que éste es admisible por la presunta violación del derechos consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1 en perjuicio de las presuntas víctimas.  En consecuencia, dispone notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró el reclamo bajo el número 12.362 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 9 de febrero de 2001 procedió a transmitirla al Estado colombiano para sus observaciones.  El 18 de mayo de 2001 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada.  El 7 de junio siguiente, el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  
5. El 5 de febrero de 2002 la CIDH convocó a las partes a una audiencia, la cual se llevó a cabo el 5 de marzo de 2002.  El 13 de mayo de 2005 el Estado solicitó información respecto del trámite de la petición.  
6. El 15 de julio de 2010 los peticionarios presentaron observaciones, las que fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.  El 30 de agosto de 2010 el Estado presentó su respuesta la que fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  El 28 de octubre de 2010 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 6 de diciembre de 2011 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
7. Como contexto los peticionarios relatan que en el caso 9.620 (Luis Fernando Lalinde Lalinde), tramitado ante la CIDH de 1985 a 1988, la CIDH declaró la responsabilidad del Estado colombiano por la violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención en razón de la detención, torturas y posterior ejecución extrajudicial de Luis Fernando Lalinde Lalinde por parte de miembros del Ejército Nacional el 3 de octubre de 1984.  Sostienen que una de las recomendaciones de la CIDH fue que el Estado 
realice una exhaustiva investigación sobre los hechos denunciados, a fin de identificar a los responsables y someterlos a la justicia a fin de que reciban las sanciones que tan grave proceder exige y adopte las medidas necesarias para impedir que hechos de tal gravedad puedan volver a ocurrir
. 

8. Indican que la presente petición difiere en los hechos y los derechos invocados en el caso 9.620.  Así, alegan que los hechos generadores de la responsabilidad del Estado en la presente petición son la actuación de la administración de justicia, en particular de la jurisdicción penal militar, respecto de su obligación de llevar a cabo la investigación por la detención, torturas y muerte de Luis Fernando Lalinde.  Agregan que si bien estos hechos fueron tenidos en cuenta en forma incipiente dentro del contexto de las violaciones cometidas contra Luis Fernando Lalinde Lalinde, no fueron objeto de examen y pronunciamiento de la decisión de la CIDH en el caso.  
9. Alegan que la imposibilidad de participación efectiva de los familiares de Luis Fernando Lalinde en las investigaciones ante la justicia penal militar, la demora, la falta de resultados y la falta de garantías de independencia e imparcialidad, vulneró su derecho a la justicia.  Asimismo, alegan que la ausencia de investigaciones exhaustivas para esclarecer las circunstancias en que fueron cometidas graves violaciones de derechos humanos y para identificar a todos los autores y partícipes de estos crímenes y los motivos por los cuales fueron cometidos, mantiene los hechos en impunidad y vulnera el derecho a la verdad de los familiares de Luis Fernando Lalinde.  
10. Alegan que los hechos generadores de responsabilidad son posteriores a la resolución de la CIDH de 1987 y señalan como ejemplo: la decisión de 29 de junio de 1990 del Juzgado 3 de Instrucción Criminal de Andes de remitir las diligencias del fuero ordinario al Juzgado 121 de Instrucción Penal Militar por considerarse incompetente para conocer el caso; el concepto de 20 de septiembre de 1990 del Auditor Principal de Guerra de la Octava Brigada del Ejército Nacional acerca de la competencia del fuero penal militar para conocer el caso;  las decisiones judiciales del Juez de Primera Instancia y las actuaciones investigativas y procesales del Juzgado 121 de Instrucción Penal Militar a partir de octubre de 1991, entre otras.
11. Sobre las actuaciones investigativas sostienen que en 1991, siete años después de ocurridos los hechos, se realizó un reconocimiento fotográfico con los testigos que habían declarado contra los miembros del Ejército.  Alegan que por el transcurso del tiempo y por no haberse observado la ley para la práctica de esta prueba, los testigos no pudieron reconocer a los autores de las violaciones.  Indican que, del mismo modo, el 14, 15 y 19 de mayo de 1992, se realizaron diligencias de nueva exhumación del cadáver N.N. sepultado bajo el nombre de “Jacinto” a fin de determinar si correspondía a Luis Fernando Lalinde.  Asimismo, indican que en 1992 se recibieron indagatorias de dos miembros del Ejército y en 1993 el Juzgado 121 se abstuvo de imponer medida de aseguramiento contra dichas personas.
12. Alegan que en mayo de 1996, después de que el Instituto de Medicina Legal hubiera determinado que los restos hallados en las exhumaciones no correspondían a Fernando Lalinde, la Asociación Americana para el Avance de la Ciencia estableció que “la probabilidad de que los restos mortales correspondan a un miembro de la familia Lalinde, más que una mera coincidencia, es superior al 99 o 99%”.  El dictamen fue que los “restos mortales corresponden a los restos de Fernando Lalinde”.  Dicho dictamen habría sido aprobado por el Comando de la Octava Brigada del Ejército Nacional en julio de 1996, al no haber sido objetado por las partes.
13. Indican que el 23 de octubre de 1996 el Juez de Primera Instancia decretó la cesación de procedimiento a favor de los miembros del Ejército Nacional, desatendiendo lo solicitado por la parte civil.  Esta decisión habría sido objeto de recursos por parte de Fabiola Lalinde como parte civil, la cual reiteró su solicitud de que se convocara a Consejo de Guerra y se vincularan a otras personas a la investigación.  Indican que en noviembre de 1996 se concedió el recurso de apelación invocado como subsidiario ante el Tribunal Superior Militar (en adelante “TSM”) y se desestimó lo demás.
14. Sostienen que el 1˚ de septiembre de 1997 el Ministerio Público solicitó al TSM que la investigación fuera remitida a la jurisdicción ordinaria por competencia, en aplicación de la sentencia C-358 de 1997 de la Corte Constitucional
, puesto “que las conductas investigadas no tenían nexo directo ni próximo con el servicio”.  Sostienen que el 27 de noviembre de 1997 el TSM decidió abstenerse de resolver la solicitud y declaró la nulidad previa para el cierre de la investigación, lo cual fue notificado sólo al Ministerio Público.  
15. Alegan que el 27 de marzo de 1998 el juez militar mantuvo la competencia y resolvió cesar el procedimiento a favor de los imputados.  Alegan que este juez no se pronunció sobre la solicitud del Ministerio Público respecto del envío de las diligencias al fuero ordinario.  Sostienen que dicha decisión no fue puesta en conocimiento de los familiares o representantes de la víctima, a través de un medio idóneo y efectivo, que les hubiera permitido cuestionarla oportunamente.  Indican que dicha notificación se realizó por edicto fijado en las instalaciones de la Octava Brigada del Ejército, el cual fue retirado el 14 de abril de 1998.  
16. Sostienen que dicha decisión fue enviada en consulta al TSM, ante el cual se solicitó concepto del Ministerio Público que indicó que debía declararse la nulidad de lo actuado, dado que el juez militar desatendió lo dispuesto en la citada sentencia de la Corte Constitucional, por lo que el fuero penal militar no era competente.  
17. Sostienen que en noviembre de 1998, sin haber sido notificada de la cesación del proceso, la parte civil solicitó al juez de primera instancia pronunciamiento sobre su solicitud de cambio de fuero y así tomó conocimiento de que las diligencias se encontraban en el TSM dada la cesación del procedimiento.  Ante esto, la parte civil habría presentado su solicitud al TSM.  Asimismo, alegan que la parte civil presentó una solicitud de nulidad ante el TSM en diciembre de 1998, dada su falta de participación en el proceso.
18. Agregan que el 6 de abril de 1999 el TSM confirmó la cesación de procedimiento y la determinación de que la jurisdicción militar era la competente para conocer la investigación.  Alegan que ésta se fundamentó en que los sujetos procesales no apelaron la decisión consultada y que no existían elementos de juicio para convocar a los implicados al Consejo de Guerra.  Señalan que respecto al cambio de jurisdicción el TSM indicó que 

No se desconoce el alcance del pronunciamiento jurisprudencial invocado por las partes al formular su pedimento; pero también es cierto que los jueces, en sus providencias y para sus decisiones solo están sometidos al imperio de la Constitución y de la Ley. La jurisprudencia, como los principios generales del derecho y la doctrina al igual que la equidad, según la propia Carta Política, son criterios auxiliares de la actividad judicial
. 

19. Al respecto, los peticionarios sostienen que la obstaculización, omisión de información, falta de colaboración de las fuerzas militares, el traslado y permanencia de la investigación ante el fuero militar, el excesivo retardo y falta de seriedad en la práctica de pruebas, incidieron de manera directa para que las violaciones a los derechos humanos de Luis Fernando Lalinde quedaran en la impunidad.  Alegan que las presuntas víctimas quedaron completamente desprotegidas, sin la posibilidad de reabrir la investigación ni de que se individualice, juzgue y sancione a los responsables de las violaciones cometidas contra Luis Fernando Lalinde; por lo que se les habría denegado el derecho a la justicia.  Sostienen que el artículo 8.1 en conexión con el 25.1 de la Convención Americana, confiere a los familiares de las víctimas el derecho a que la desaparición y muerte sean efectivamente investigadas y sus autores sean procesados y sancionados con independencia e imparcialidad en un plazo razonable; y que tengan la posibilidad de ser oídos y actuar en los procesos, así como el derecho a que se reparen los daños y perjuicios causados a los familiares.

20. Frente al argumento del Estado sobre la no duplicidad de peticiones y la res judicata, al considerar que la presente petición ya fue juzgada por la CIDH (ver infra III.B); los peticionarios responden que el elemento común de la regla de la cosa juzgada es la identidad de la cuestión sometida a examen
.  Al respecto, alegan que los precedentes del Comité de Derechos Humanos han establecido la noción del “mismo asunto” y que éste debe entenderse como concerniente a los mismos autores, hechos y derechos esenciales e incluye la misma reclamación respecto del mismo individuo
.  Asimismo, indican que la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos ha establecido que una demanda es “esencialmente la misma” cuando los hechos, las partes y los derechos que se alegan vulnerados son idénticos, así como identidad de demandantes
.  
21. Alegan que en el Sistema Interamericano la Corte ha establecido que se declarará res judicata un asunto cuando la petición sea “sustancialmente la misma” que una ya examinada por la CIDH u otro organismo internacional, lo cual implica identidad de partes, objeto y base legal y que debe haber identidad de sujetos activos y pasivos de la violación
.  Asimismo, sostienen que la Corte no ha admitido la excepción de cosa juzgada al considerar que

en el presente caso, el Comité de Libertad Sindical no conoció hechos que surgieron con posterioridad a su pronunciamiento, hechos que sí fueron planteados en la demanda ante la Corte tal como los procesos ante el poder judicial panameño. Además observa esta Corte que el señor Antonio Decreux Sánchez señaló […] que la queja ante el Comité de Libertad Sindical se refería únicamente a lo sucedido en diciembre de 1990
.
22. En este sentido, los peticionarios sostienen que no se configuran las excepciones de duplicidad ni de res judicata ya que la petición difiere del caso 9.620 respecto de los hechos, los derechos violados y los titulares de los derechos vulneraros.  Así, alegan que los hechos examinados en el caso 9.620 fueron la privación de libertad, tortura, desaparición y ejecución extrajudicial de Luis Fernando Lalinde, mientras que en la presente petición se refieren a hechos ocurridos posteriormente como fue el accionar de la administración de justicia, en especial la actuación de la justicia penal militar, en perjuicio de la familia Lalinde
.

B. Posición del Estado

23. Como cuestión preliminar, el Estado llama la atención respecto del plazo de ocho años y un mes que se tomaron los peticionarios para contestar sus observaciones de admisibilidad y considera que la inactividad durante tanto tiempo del trámite, sin justificación, vulnera el derecho al debido proceso del Estado, por lo que solicita el archivo de la petición.  
24. El Estado considera que la petición es inadmisible por ser sustancialmente la reproducción de una petición anterior ya examinada por la Comisión, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47.d) de la Convención y en el artículo 33.1.b) del Reglamento de la CIDH.  Manifiesta que los peticionarios están intentando reabrir el caso 9.620, a fin de que se declare nuevamente su responsabilidad por supuestas violaciones adicionales a las que en su momento se alegaron y fueron declaradas.  Sostiene que ambos casos tienen que ver con la misma víctima, los mismos procesos judiciales internos y los mismos peticionarios, quienes -al no haber visto satisfechas todas sus pretensiones ante la Comisión- buscan impulsar un nuevo caso a partir de uno ya concluido, que constituye en esencia el mismo asunto.
25. El Estado alega que en el análisis que en su momento realizó la CIDH del caso 9.620 debió haber analizado el agotamiento, efectividad e idoneidad de los recursos internos, así como su relación con la presunta violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  En consecuencia, el hecho de que los peticionarios no hubieran alegado en ese momento las presuntas violaciones a tales derechos y que la CIDH tampoco los hubiera incluido dentro de los derechos analizados, en virtud del principio de iura novit curiae, no facultaría para proceder a pronunciarse ahora sobre éstos, pues se atentaría contra el principio de la cosa juzgada internacional.

26. El Estado rechaza el argumento de los peticionarios en virtud del cual justifican la admisibilidad de la petición en el incumplimiento de una recomendación de la CIDH, en especial cuando la Corte Interamericana ha establecido que “[…] el Estado no incurre en responsabilidad por incumplir con una recomendación no obligatoria […]”
.  Alega que el Estado se comprometió a realizar sus mejores esfuerzos para cumplir con las recomendaciones contenidas en la Resolución 24/87 y que de buena fe ha venido adelantando las gestiones necesarias para cumplir con las recomendaciones cumpliendo la necesidad de resguardar el ordenamiento jurídico y las instituciones internas en el marco del Estado Social de Derecho.  
27. Respecto al cumplimiento de la recomendación No. 2 de la Resolución 24/87 de la CIDH, indica que el proceso penal iniciado en octubre de 1984 ante la jurisdicción penal militar por la muerte de N.N. Jacinto, posteriormente identificado como Luis Fernando Lalinde, fue archivado en noviembre de 1986.  Indica que en junio de 1990 la investigación fue remitida, por competencia, a la jurisdicción ordinaria y finalmente la indagación fue asignada a la justicia penal militar.  Sostiene que en diciembre de 1991 se llevó a cabo la exhumación de un cadáver que presuntamente correspondía a Luis Fernando Lalinde.  Sostiene que en mayo y julio de 1992 se vinculó a la investigación al Mayor Jairo Enrique Piñeros Segura y al Teniente Samuel Jaimes Soto, contra quienes el Juzgado 121 de Instrucción Penal Militar se abstuvo de proferir medida de aseguramiento.  
28. Indica que en abril de 1993 se concluyó que el cadáver de N.N. Jacinto no correspondía a Luis Fernando Lalinde y en mayo de 1993 se revocó el auto de 16 de octubre de 1985 mediante el cual se aceptó la constitución de Fabiola Lalinde como parte civil, ya que en el proceso penal militar no se aceptaba como sujeto procesal.  En 1994 se habría practicado una prueba de ADN en la Universidad de Berkeley, la cual informó en mayo de 1996 que los restos correspondían a Luis Fernando Lalinde.  Señala que posteriormente se ordenó la entrega de restos a su familia y se sepultaron el 19 de noviembre de 1996.  
29. Indica que en noviembre de 1997 el TSM se abstuvo de pronunciarse sobre el recurso de apelación respecto del cese de procedimiento, dado que la investigación no se había cerrado y el sumario se había calificado, por lo que devolvió el expediente al Comandante de la Octava Brigada.  Indica que éste dio cierre a la investigación, en marzo de 1998, a favor del Teniente Coronel Jaime Piñeros y Samuel Jaimes Soto, al no haberse individualizado la responsabilidad.
30. Respecto del proceso disciplinario abierto en diciembre de 1987 el Estado indica que fue suspendido en julio de 1988 y posteriormente se declaró extinguida la acción disciplinaria, lo cual fue confirmado en abril de 1990.  Indica que en el proceso contencioso administrativo iniciado por Fabiola Lalinde de Lalinde y sus hijos, por la detención arbitraria y muerte de Luis Fernando Lalinde se declaró la responsabilidad del Estado y se ordenó al Ministerio de Defensa pagar cincuenta millones de Pesos colombianos por daño emergente.  Indica que esta sentencia fue apelada, recurso que se encontraba pendiente de resolución.  Alega que la Procuraduría ha solicitado la prelación del fallo en varias oportunidades, pero que el Consejo de Estado está tratando de reconstruir el expediente dado que faltan piezas procesales importantes.
31. Por lo expuesto, el Estado solicita a la CIDH que declare la inadmisibilidad de la petición y que las recomendaciones emitidas en virtud del artículo 50 y 51 de la Convención Americana no tienen carácter vinculante para los Estados, por lo que la CIDH no puede analizar en el marco de peticiones nuevas, el cumplimiento de sus recomendaciones.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión 

32. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como víctimas a personas individuales, Fabiola Lalinde y sus hijos, respecto a quienes el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte de la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratio personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado. 
33. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad 
1.
Agotamiento de los recursos internos 

34. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional.  El artículo 46.1.a) de la Convención dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH de conformidad con los artículos 44 ó 45 de la Convención, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.

35. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
36. En primer término, corresponde aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en la presente petición.  La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que

la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.
37. El Estado no ha presentado argumentos relacionados al agotamiento de recursos internos en la presente petición.  Por su parte, los peticionarios alegan que aplican las excepciones contempladas en el artículo 46.2. a) y b) de la Convención Americana, debido a que la investigación de los hechos se realizó ante la jurisdicción penal militar y que no constituye un recurso eficaz.

38. En la presente petición, tras el envío de la investigación, el 29 de junio de 1990, de la jurisdicción penal ordinaria a la jurisdicción penal militar, en octubre de 1996 se habría decretado la cesación de procedimiento.  Esta decisión habría sido recurrida por la parte civil en base a la Sentencia C-358 de 1997 de la Corte Constitucional; recurso que habría sido desestimado en noviembre de 1996 y se habría concedido un recurso de apelación invocado como subsidiario ante el TSM.  En septiembre de 1997 el Ministerio Público habría solicitado al TSM que la investigación fuera remitida a la jurisdicción ordinaria por competencia.  En noviembre de 1997 el TSM se habría abstenido de resolver dicha solicitud y habría declarado la nulidad previa para el cierre de la investigación.  En marzo de 1998 el juez militar resolvió cesar el procedimiento y no se habría pronunciado sobre la solicitud del Ministerio Público.  Dicha decisión habría sido notificada por edicto fijado en las instalaciones de la Octava Brigada del Ejército, el cual fue retirado el 14 de abril de 1998.  La decisión habría sido enviada en consulta al TSM y se habría solicitado el concepto del Ministerio Público, el cual habría indicado que debía declararse la nulidad de lo actuado por incompetencia del fuero.  En noviembre de 1998, la parte civil habría solicitado al TSM la respuesta sobre el cambio de fuero y en diciembre de 1998 habría presentado una solicitud de nulidad ante el TSM.  El 6 de abril de 1999 el TSM habría confirmado la competencia de la jurisdicción militar y la cesación del procedimiento.

39. La Comisión nota que los peticionarios habrían intentado agotar los recursos internos en la medida de sus posibilidades, dentro de la propia jurisdicción penal a fin de lograr acceso a un recurso idóneo y eficaz.  Al respecto, la Comisión se ha pronunciado en forma reiterada en el sentido de que las jurisdicciones especiales, como la militar, no constituye un foro apropiado y por lo tanto no brindan un recurso adecuado para investigar, juzgar y sancionar posibles violaciones a los derechos humanos consagrados en la Convención Americana, tales como el derecho a la vida, presuntamente cometidas por miembros de la Fuerza Pública
.  El mismo razonamiento ha sido aplicado sistemáticamente por otros órganos internacionales relevantes de derechos humanos
.
40. La Comisión observa que los peticionarios habrían solicitado una investigación en la jurisdicción penal ordinaria, y que tras el conflicto de competencia que habría interpuesto el Ministerio Público, la investigación se habría mantenido en el fuero penal militar.  Asimismo, nota que la parte civil no es aceptada en el proceso penal militar como sujeto procesal.  En vista de lo anterior, el reclamo se enmarca dentro de la excepción al agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.a) y b) de la Convención Americana que establece que dicha excepción se aplica cuando “no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos” y consecuentemente, el previo agotamiento de los recursos internos no resulta exigible. 
41. Por otro lado, la Comisión observa que en el proceso contencioso administrativo seguido por Fabiola Lalinde se habría apelado la declaración de responsabilidad del Estado emitida en el año 2000, pero que ésta todavía no habría sido resuelta.  Al respecto, la Comisión nota que se configura la aplicación de la excepción prevista en el artículo 46.2.c) por retardo injustificado.
42. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías y la protección judiciales.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención Americana.  En consecuencia, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2.
Plazo para presentar una petición ante la Comisión 

43. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2. a), b) y c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

44. La presente petición fue recibida el 5 de noviembre de 1999, los presuntos hechos materia del reclamo se iniciaron el 29 de junio de 1990 y sus efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia, con procesos pendientes, se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características de la presente petición, la Comisión considera que ésta fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.  
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada 

45. El artículo 46.1.c) establece que la admisibilidad de una petición está sujeta al requisito de que el asunto “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y el artículo 47.d) de la Convención estipula que la Comisión no puede admitir una petición que "sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional".  No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de decisión en otro procedimiento de arreglo internacional.  
46. En la presente petición el Estado alega que los peticionarios están intentando reabrir el caso 9.620, a fin de que se declare nuevamente su responsabilidad por supuestas violaciones adicionales, las que en su momento se alegaron y fueron declaradas.  Sostiene que ambos casos tienen que ver con la misma víctima, los mismos procesos judiciales internos y los mismos peticionarios, por lo que se configuran las excepciones de res judicata y duplicidad de procedimientos.  Los peticionarios, controvierten dicho argumento y alegan que la presente petición difiere del caso 9.620 respecto de los hechos, los derechos violados y los titulares de los derechos vulneraros.  Alegan que los hechos examinados en el caso 9.620 fueron la privación de libertad, tortura, desaparición y ejecución extrajudicial de Luis Fernando Lalinde, mientras que la presente petición se refiere a hechos posteriores, como el accionar de la administración de justicia, en particular la justicia penal militar.  Respecto de los derechos alegan que en el caso 9.620 los peticionarios invocaron los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal de Luis Fernando Lalinde, mientras que en la presente petición se invocan los derechos a las garantías judiciales y protección judicial de sus familiares.
47. Al respecto, ya en 1998 la Comisión, al explicar en forma detallada el significado de la expresión "sustancialmente la misma"
, consideró pertinente aclarar qué es lo que se requiere de acuerdo a los artículos 47(d) de la Convención y  39 del Reglamento de la CIDH y estableció que
después de examinar la jurisprudencia del sistema europeo de derechos humanos, así como el del Comité de Derechos Humanos de la ONU, y de acuerdo con su propia práctica anterior, la Comisión observa que una instancia prohibida de duplicación involucra, en principio, la misma persona, las mismas demandas legales y garantías, y los mismos hechos aducidos en respaldo de la misma
. 

48. Asimismo, la Corte Interamericana ha establecido que se declarará res judicata cuando la petición sea “sustancialmente la misma” que una petición anterior ya examinada por la Comisión y ha establecido que “[l]a frase ‘sustancialmente la misma’ significa que debe existir identidad entre los casos.  Para que exista dicha identidad se requiere la presencia de tres elementos, a saber: que las partes sean las mismas, que el objeto sea el mismo y que la base legal sea idéntica”
.

49. En primer término, la Comisión observa que el objeto de la presente petición es la alegada falta de acceso de las presuntas víctimas a un recurso adecuado y eficaz, para investigar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos cometidas contra Luis Fernando Lalinde.  Por otro lado, el Estado alega que en el caso 9.620, la CIDH debió haber analizado su relación con la presunta violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana en virtud del principio de iura novit curiae, y alega que si la Comisión se pronuncia sobre esto, se atentaría contar el principio de la cosa juzgada internacional.  
50. Al respecto, la Comisión observa que el 22 de septiembre de 1987 analizó los hechos planteados en el caso 9.620 y declaró que el Estado había violado 
el derecho a la libertad personal consagrado en el Artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y el derecho a la vida, reconocido en el Artículo 4 de ese instrumento internacional, a través de la acciones de sus agentes que condujeron al arresto y posterior desaparición de Luis Fernando Lalinde Lalinde […] ocurridos el 3 de octubre de 1986
.
51. Posteriormente, mediante resolución de 16 de septiembre de 1988, la Comisión Interamericana confirmó en todas sus partes la resolución de 22 de septiembre de 1987 “sustituyendo en el numeral 1 de dicha Resolución la frase ‘arresto y posterior desaparición’ por ‘arresto y posterior muerte’” y declarando adicionalmente que “Colombia ha violado, asimismo, el derecho a la integridad personal consagrado en el Artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a través de las acciones de sus agentes”
. 

52. En segundo término, la Comisión nota que para la fecha de emisión de su Resolución No. 24/87 de 16 de septiembre de 1988, la investigación por la detención y ejecución de Luis Fernando Lalinde se encontraba pendiente ante el Juzgado 13 de Instrucción Criminal en la jurisdicción penal ordinaria.  En particular, es de resaltar que los hechos materia de la presente petición se originaron con el traslado de la investigación del fuero penal ordinario a la jurisdicción penal militar, el 29 de junio de 1990.  Dichos hechos posteriores, que habrían generado las violaciones alegadas en la presente petición, sobre la falta de un recurso adecuado y eficaz, no fueron analizados por la Comisión para la emisión de su Resolución.  Por lo tanto, uno de los tres elementos necesarios para la declaración de la res judicata, a saber –la identidad en el objeto de la petición- no se configura.  Por otra parte, las presuntas víctimas de la presente petición son Fabiola Lalinde y sus hijos, las presuntas violaciones se refieren a los derechos de las mismas; y en ese sentido los intereses jurídicos son también distintos.
53. En vista de esto, la Comisión considera que la presente petición difiere del caso 9.620 en el objeto, por lo que concluye que no corresponde declarar la res judicata con relación al caso 9.620 y que la petición no ha sido previamente decidida por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d) y en el artículo 47.d) de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los hechos alegados 

54. A tal efecto, frente a los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH encuentra que en la presente petición corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios relativos a la presunta violación del derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial de las presuntas víctimas, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.  
55. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  La Comisión observa que los alegatos expuestos podrían caracterizar violaciones al derecho a la integridad personal en perjuicio de las presuntas víctimas, por lo tanto, la CIDH también considerará en la etapa de fondo presuntas violaciones al artículo 5 de la Convención conforme ha sido indicado.

V.
CONCLUSIONES
56. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 5, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.  
57. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 5, 8 y 25, en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en perjuicio de los familiares de Luis Fernando Lalinde.
2. Notificar esta decisión a las partes.
3. Continuar con el análisis de fondo de la cuestión

4. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 11 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� El Grupo Interdisciplinario de Derechos Humanos (GIDH) interviene como co-peticionario en el presente caso desde el 22 de febrero de 2002.


� Los peticionarios identifican a los siguientes familiares: Fabiola Lalinde (madre), Adriana, Jorge Iván y Mauricio Lalinde Lalinde (hermanos).


� Ver CIDH, Resolución de 16 de septiembre de 1988, caso 9.620 (Luis Fernando Lalinde Lalinde) disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/87.88sp/Colombia9620.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/87.88sp/Colombia9620.htm�.


� Los peticionarios citan CIDH, Resolución 24/97 de 22 de septiembre de 1987, caso 9.620 (Luis Fernando Lalinde Lalinde), Resolutivo 2.


� Los peticionarios indican que dicha Sentencia establece que “[e]l miembro de la fuerza pública, así se encuentre en servicio activo, ha podido cometer el crimen al margen de la misión castrense encomendada: en este caso, el solo hecho de estar en servicio activo no lo exime de ser sometido al derecho penal común. Las prerrogativas y la investidura que ostentan los miembros de la fuerza pública pierden toda relación con el servicio cuando deliberadamente son utilizadas para cometer delitos comunes, los cuales no dejan de serlo porque el agente se haya aprovechado de las mencionadas prerrogativas e investidura, ya que ellas no equivalen a servicio ni, de otro lado, tienen la virtud de mutar el delito común en un acto relacionado con el mismo. El simple hecho de que una persona esté vinculada a la fuerza pública no dota a sus propósitos delictivos de la naturaleza de misión de la fuerza pública. Ellos continúan siendo simplemente la voluntad delincuencial imputable a la persona, desconectada del servicio público de la defensa y de la seguridad públicas, la cual en un plano de estricta igualdad deberá ser investigada y sancionada según las normas penales ordinarias”.


� Petición inicial de 5 de noviembre de 1999.


� Los peticionarios sostienen que “las normas emplean locuciones diversas para referirse a ese elemento de identidad: ‘mismo asunto’ (Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos); ‘demanda individual[…] [que] sea esencialmente la misma que una demanda examinada anteriormente’ (Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales); ‘petición o comunicación presentada […] [que] sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada’ (Convención Americana sobre Derechos Humanos); y ‘petición si la materia […] [que] reproduce sustancialmente otra petición pendiente o ya examinada’ (Reglamento de la CIDH)”. Escrito recibido el 15 de julio de 2010.


� Los peticionarios citan Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas (CDH). Dictamen de 13 de julio de 2007, Caso Wolfgang Lederbauer C. Austria, Comunicación No. 1454/2006, párr. 7.3


� Los peticionarios citan Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Dictamen de 22 de octubre de 2008, Caso Nabil Sayadi y Patricia Vinck C. Bélgica, Comunicación No. 1472/2006, párr. 7.3.


� Los peticionarios citan Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Suriname. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172, párr 57; Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares. Sentencia de 18 de noviembre de 1999. Serie C No. 61, párr. 54; y Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 28 de mayo de 1999. Serie C No. 50, párr. 43.


� Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares. Sentencia de 18 de noviembre de 1999. Serie C No. 61, párr. 55.


� Fabiola Lalinde de Lalinde (madre), y Adrián, Jorge y Mauricio Lalinde Lalinde (hijos).


� El Estado cita Corte IDH. Caso Caballero Delgado y Santana Vs. Colombia. Excepciones Preliminares. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No. 17, párr. 67.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia del 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, párr. 63.


� CIDH, Informe No. 64/01, Petición 11.712, Leonel de Jesús Isaza Echeverry y otro, Colombia, 6 de abril de 2001, párr. 22. Véase también, Corte I.D.H., Caso Durand y Ugarte. Sentencia del 16 de agosto de 2000, Serie C No. 68, párr. 117; Caso Cesti Hurtado. Sentencia del 29 de septiembre de 1999, Serie C No. 65, párr. 151.  Ver también CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en Chile, 27 de septiembre de 1985, pp. 199. 200. OEA/Ser.L/V/II.66 doc. 17; CIDH, Informe Anual 1996, 14 marzo 1997, pág. 688.  CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en Ecuador, 24 de abril de 1997, pág. 36.  CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en Brasil, 29 de septiembre de 1997, pág. 50.


� Ver ONU Doc. E/CN.4/Sub.2/2000/44, Administración de justicia por los tribunales militares y otras jurisdicciones de excepción, 15 de agosto de 2000, párr. 30; y 1995 Informe, Relator Especial sobre la Tortura.  ONU Doc. E/CN.4/1995/34, 2 de enero de 1995, párr. 76(g).


� Ver Art. 47 c) de la Convención Americana versión en Inglés: “substantially the same”. Cfr. CIDH Informe No. 96/98 Caso 11.827 Peter Blaine Vs. Jamaica,17 de diciembre de 1998.


� CIDH Informe No. 96/98 Caso 11.827 Peter Blaine Vs. Jamaica,17 de diciembre de 1998.


� Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 13, párr. 53 y Caso del Pueblo Saramaka Vs Surinam Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172, parr. 46 y 47.


� Ver CIDH, Resolución de 16 de septiembre de 1988, caso 9.620 (Luis Fernando Lalinde Lalinde) disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/87.88sp/Colombia9620.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/87.88sp/Colombia9620.htm�, que en su “Vistos” 11 cita la resolución de 22 de septiembre de 1987.  


� Ver CIDH, Resolución de 16 de septiembre de 1988, caso 9.620 (Luis Fernando Lalinde Lalinde), resolutivos 1 y 2 disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/87.88sp/Colombia9620.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/87.88sp/Colombia9620.htm�
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